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Radicación No. 25000-23-41-000-2013-01935-01

Actor: MARCO TULIO BARRETO ROZO

Accionado: FONDO NACIONAL DE TURISMO –FONTUR”


ACCION DE TUTELA - Derecho de petición / DERECHO DE PETICION - Presupuestos
La Carta Política en su artículo 23, faculta a toda persona para que pueda presentar peticiones respetuosas ante las autoridades o ante las organizaciones privadas, en los términos que señale la ley y, principalmente, el derecho a obtener pronta resolución a su petición; en tal sentido, este derecho comprende no sólo la prerrogativa de obtener una respuesta por parte de las autoridades, sino también, a que éstas resuelvan de fondo, de manera clara, precisa y oportuna. La jurisprudencia ha consagrado algunas reglas básicas que rigen el derecho de petición como factor determinante para la efectividad de los mecanismos de democracia participativa y de otros derechos fundamentales. En primer lugar, el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. Así las cosas, el derecho de petición se garantiza cuando la Administración responde (i) de fondo, de manera clara y precisa, (ii) dentro del plazo otorgado por la ley, y (iii) cuando la respuesta es puesta en conocimiento del peticionario. Si no es posible dar respuesta antes de que se cumpla con el término legal dispuesto, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se dará la contestación. Por ende, no queda satisfecho el derecho de petición con respuestas evasivas o informes acerca del trámite de las peticiones de los particulares; la omisión o el silencio de la administración en relación con las solicitudes de los ciudadanos, no son más que manifestaciones de autoritarismo que van en contra del cumplimiento de los deberes de los funcionarios públicos de responder y resolver de manera oportuna las peticiones, es decir, que la obligación debe entenderse cumplida con la manifestación adecuada a la solicitud planteada, con la respuesta efectiva para la solución del caso y con la oportuna comunicación de ésta al interesado. Es oportuno aclarar, que la respuesta a la petición formulada por el actor no exige necesariamente una resolución favorable a sus intereses, pues en reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha insistido, que no puede asimilarse el derecho fundamental de elevar peticiones respetuosas a las autoridades, con el derecho a lo que se pide.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 23
NOTIFICACION A TRAVES DE MEDIOS ELECTRONICOS - Actos de las autoridades públicas / ACCION DE TUTELA - Se niega amparo por inexistencia de vulneración al derecho de petición

En cuanto a la notificación de los actos de las autoridades públicas a través de medios electrónicos, el capítulo IV del título I de la Ley 1437 de 2011 permite la utilización de esas valiosas herramientas con el objeto de modernizar y sistematizar la administración y garantizar un acceso efectivo a la comunidad. Concretamente en cuanto a la notificación electrónica se refiere, el artículo 56 de ese estatuto expresa: Art. 56.- Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, siempre que el administrado (sic) haya aceptado este medio de notificación. Sin embargo, durante el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a la autoridad que las notificaciones sucesivas no se realicen por medios electrónicos, sino de conformidad con los otros medios previstos en el capítulo V del presente título. La notificación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado (sic) acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración… En atención a los anteriores elementos de prueba la vulneración del derecho fundamental de petición es inexistente, en tanto que FONTUR se pronunció de fondo, de manera oportuna respecto de la solicitud elevada por el interesado. Es claro también que el contenido de la respuesta fue puesta en conocimiento del peticionario a través de medios electrónicos, tal como expresamente lo solicitó el ciudadano al dirigirse ante la administración.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 56
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION SEGUNDA

SUBSECCION A
Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de febrero de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 25000-23-41-000-2013-01935-01(AC)

Actor: MARCO TULIO BARRETO ROZO

Demandado: FONDO NACIONAL DE TURISMO - FONTUR
Conoce la Sala, de la impugnación presentada por la entidad demandada contra la sentencia de 20 de febrero de 2013, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca –Sección Primera – Subsección “B”, que amparó el derecho de petición invocado por el accionante.

I. ANTECEDENTES

1. En nombre propio y en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, el petente invocó la protección de su derecho fundamental de petición que estimó vulnerado por la autoridad accionada. 

2. La situación fáctica que originó el presente recurso de amparo se resume en los siguientes términos:
2.1. Relata el actor que el 20 de junio de 2013, radicó derecho de petición de información ante el Fondo Nacional de Turismo (en adelante FONTUR). En concreto, el asociado buscaba a través del ejercicio de este derecho, absolver algunas dudas atinentes a los indicadores financieros, al equipo de trabajo, las actividades del contratista, el presupuesto y los estudios previos, en el proceso de invitación abierta convocado por la entidad accionada tendiente a realizar una investigación internacional de mercados estratégicos, que permita conocer las características del mercado turístico de Asia y Europa. 

2.2. Afirma que el 5 de julio del mismo año reiteró la anterior solicitud, considerando que habían transcurrido más de los 10 días previstos en el artículo 14 del C.P.A.C.A., sin obtener respuesta.

A la fecha la presentación de la acción de tutela, FONTUR no se ha pronunciado frente a las peticiones formuladas, por lo que solicita el amparo del derecho fundamental contenido en el artículo 23 de la Carta.

3. Contestación de la solicitud de tutela

La entidad demandada solicitó la desestimación del pedido de amparo constitucional, en tanto que se dio respuesta oportuna a cada una de las inquietudes expresadas en el derecho de petición por el señor Barreto Rozo, a la dirección de correo electrónico que el propio actor señaló como opción de notificación y dentro de los términos legales para el efecto.

4. La sentencia de primera instancia

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca –Sección Primera – Subsección “B”, amparó el derecho de petición invocado por el accionante. Sostuvo que FONTUR no allegó constancia al expediente en la que acreditara la notificación efectiva al tutelante, siendo éste uno de los componentes esenciales del derecho reconocido por el artículo 23 Constitucional.

5. La impugnación

La representante de FONTUR impugnó oportunamente la decisión de primer grado. Estimó que la decisión del a quo desconoce por completo el contenido de los artículos 53 y 56 de la Ley 1437 de 2011, que permiten la notificación de procedimientos y trámites administrativos a través de medios electrónicos. 

En tal sentido expuso que las respuestas a las peticiones formuladas por el actuante inicialmente fueron publicadas a través de la página Web www.fondodepromocionturistica.com y con posterioridad fueron dadas a conocer en la dirección www.fontur.com.co. Adicionalmente, mediante comunicación escrita enviada al correo electrónico señalado por el peticionario, en la que se da respuesta a las inquietudes restantes.

Con fundamento en la jurisprudencia constitucional referida a la incorporación de los medios tecnológicos en el funcionamiento institucional colombiano, solicita la revocatoria del fallo de primera instancia, para en su lugar denegar el amparo.

Se resuelve la impugnación previas las siguientes,

6. CONSIDERACIONES 

6.1. Problema jurídico a resolver

De acuerdo con los antecedentes del caso, corresponde a la Sala verificar la presunta violación al derecho fundamental de petición alegada por el ciudadano Barreto Rozo por parte del Fondo Nacional de Turismo, que presuntamente no dio respuesta oportuna, de fondo y notificada al interesado respecto a las inquietudes elevadas vía ese derecho fundamental.

6.2. Razones de la decisión

La Carta Política en su artículo 23, faculta a toda persona para que pueda presentar peticiones respetuosas ante las autoridades o ante las organizaciones privadas, en los términos que señale la ley y, principalmente, el derecho a obtener pronta resolución a su petición; en tal sentido, este derecho comprende no sólo la prerrogativa de obtener una respuesta por parte de las autoridades, sino también, a que éstas resuelvan de fondo, de manera clara, precisa y oportuna
.

La jurisprudencia ha consagrado algunas reglas básicas que rigen el derecho de petición como factor determinante para la efectividad de los mecanismos de democracia participativa y de otros derechos fundamentales
. En primer lugar, el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

Así las cosas, el derecho de petición se garantiza cuando la Administración responde (i) de fondo, de manera clara y precisa, (ii) dentro del plazo otorgado por la ley, y (iii) cuando la respuesta es puesta en conocimiento del peticionario. Si no es posible dar respuesta antes de que se cumpla con el término legal dispuesto, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se dará la contestación. 

Por ende, no queda satisfecho el derecho de petición con respuestas evasivas o informes acerca del trámite de las peticiones de los particulares; la omisión o el silencio de la administración en relación con las solicitudes de los ciudadanos, no son más que manifestaciones de autoritarismo que van en contra del cumplimiento de los deberes de los funcionarios públicos de responder y resolver de manera oportuna las peticiones, es decir, que la obligación debe entenderse cumplida con la manifestación adecuada a la solicitud planteada, con la respuesta efectiva para la solución del caso y con la oportuna comunicación de ésta al interesado. 

Es oportuno aclarar, que la respuesta a la petición formulada por el actor no exige necesariamente una resolución favorable a sus intereses, pues en reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha insistido, que no puede asimilarse el derecho fundamental de elevar peticiones respetuosas a las autoridades, con el derecho a lo que se pide.

En cuanto a la notificación de los actos de las autoridades públicas a través de medios electrónicos, el capítulo IV del título I de la Ley 1437 de 2011 permite la utilización de esas valiosas herramientas con el objeto de modernizar y sistematizar la administración y garantizar un acceso efectivo a la comunidad. Concretamente en cuanto a la notificación electrónica se refiere, el artículo 56 de ese estatuto expresa:

“Art. 56.- Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, siempre que el administrado (sic) haya aceptado este medio de notificación.

Sin embargo, durante el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a la autoridad que las notificaciones sucesivas no se realicen por medios electrónicos, sino de conformidad con los otros medios previstos en el capítulo V del presente título.

La notificación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado (sic) acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración.”

6.3. De lo probado en el proceso y solución del caso concreto

Se verifica en el expediente que mediante escritos de 12 y 19 de junio de 2013, el actor solicitó a FONTUR absolver algunas dudas atinentes a los indicadores financieros, al equipo de trabajo, las actividades del contratista, el presupuesto y los estudios previos, en el proceso de invitación abierta convocado por la entidad accionada tendiente a realizar una investigación internacional de mercados estratégicos, que permita conocer las características del mercado turístico de Asia y Europa. En cada una de esas peticiones, el demandante claramente expresó que para los efectos de notificaciones y/o comunicaciones “mi dirección es: marcobarreto2@gmail.com y/o calle 125(…)”
.

Por su parte, FONTUR allegó al proceso copia del mensaje de datos suscrito por la asesora jurídica de esa entidad, que fue remitido a la dirección electrónica marcobarreto2@gmail.com el día viernes 21 de junio de 2013 a las 09:10 a.m. cuyo contenido se transcribe a continuación:

“Buen día Señor Barreto, adjunto encontrará respuesta a su derecho de petición, junto con tres (3) archivos anexo más”
.

A folio 44 reposa el documento adjunto al mensaje de datos suscrito por la misma funcionaria, del que se extrae lo siguiente:

“1. En cuanto a la información referente al proyecto aprobado por el comité directivo de FONTUR, que hace parte integral de la referida invitación abierta, la misma fue publicada en la página web www.fondodepromocionturistica.com, página que por procesos de actualización quizá no le permitió la consulta del documento anunciado como anexo, mas sin embargo (sic) lo anexamos nuevamente a la presente respuesta. Al punto es importante mencionar que usted puede revisar todos y cada uno de los procesos del Fondo Nacional de Turismo en la página web www.fontur.com.co.

2. En lo referente a los estados financieros, la incoherencia y la falta de claridad anunciada por usted, respecto de los mismos, es importante señalar que el Fondo Nacional de Turismo, es una entidad de origen privado, que en plena observancia del Derecho Privado y las normas constitucionales ha diseñado los lineamientos específicos que garantizan procesos de selección que propendan por la transparencia y la eficacia , principios que también acompañan el articulado de nuestro Manual de Contratación. En atención a lo anterior, no es posible acceder a la modificación de los indicadores financieros propuesta por usted.

3. Respecto del equipo de trabajo, y la homologación solicitada, lamentablemente no podemos acceder a su petición, pues este proceso obedece al resultado de la realización de unos estudios previos que sustentan el alcance del proyecto; por el momento, es posible darle un alcance a la interpretación de los términos de referencia y de acuerdo al contenido del documento publicado en la página web de FONTUR, denominado “Respuesta a observaciones Invitación abierta a presentar ofertas FPT-032-2013”, el cual señala que: “el equipo de trabajo puede ser una de las dos opciones planteadas: a) una persona formada académicamente en turismo y que a su vez esté formada en las ciencias sociales o b) puede ser una persona formada en las ciencias sociales/ marketing/ etc. y con experiencia en turismo ó trabajos sobre turismo”.

4. En cuanto a las inquietudes manifestadas acerca las actividades específicas del contratista y el valor del presupuesto, vale la pena reiterar que este proceso obedece al resultado de la realización de unos estudios previos que sustentan el alcance del proyecto, motivo por el cual, el direccionamiento del mismo, no es caprichoso y está orientado bajo lineamientos estructurados que se enfocan en el marco de la necesidad de obtención de información requerida por el proponente del proyecto y por FONTUR.”

En atención a los anteriores elementos de prueba la vulneración del derecho fundamental de petición es inexistente, en tanto que FONTUR se pronunció de fondo, de manera oportuna respecto de la solicitud elevada por el interesado. Es claro también que el contenido de la respuesta fue puesta en conocimiento del peticionario a través de medios electrónicos, tal como expresamente lo solicitó el ciudadano al dirigirse ante la administración.

Son éstas razones suficientes para revocar la decisión de primera instancia que otorgó el amparo solicitado. En su lugar denegar la pretensión de protección constitucional elevada por el actor, ante la inexistencia de violación ius fundamental.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

7. FALLA

REVÓCASE la sentencia de primera instancia, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca –Sección Primera – Subsección “B”, en la que amparó el derecho de petición invocado por el accionante. En su lugar se dispone:

DENIÉGASE la pretensión de amparo constitucional elevada por Marco Tulio Barreto Rozo.
Dentro de los diez (10) días siguientes a su ejecutoria remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN

ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Ver, entre otras, la sentencia de la Corte Constitucional T-481/92, MP: Jaime Sanín Greiffenstein.


� Estos criterios fueron determinados en la sentencia T-377 de 2000, MP: Alejandro Martínez Caballero.


� Folio 3.


� Folio 43.
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